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Señor (es) 

JUEZ CONSTITUCIONAL DE BUCARAMANGA (REPARTO). 

E.    S.   D 

 

ACCIONANTE:  RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL. 

ACCIONADOS: NUEVA E.P.S S.A., PREVISORA SEGUROS S.A Y POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS 

S.A. 

 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA. 

 

DANIÉL MILLÁN MILLÁN, ciudadano mayor de edad, identificado con la  C.C. N°91´213.333 expedida 

en Bucaramanga, Santander; con domicilio en Bucaramanga y con correo electrónico 

danielmillanmillan@yahoo.com.ar ; portador de la T.P. N°259.453 emitida por el C.S. de la J., 

actuando en calidad  de apoderado del Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL, ciudadano mayor de 

edad, vecino de Bucaramanga, identificado con C.C. N°91.236.617 de Bucaramanga, Santander; con 

correo electrónico rudajosan@outlook.es, según poder adjunto, muy respetuosamente, por medio 

del presente escrito, me permito presentar ACCIÓN DE TUTELA, de conformidad con el artículo 86 

de la Constitución Nacional y los Decretos reglamentarios 2591 de 1991, 1382 de 2000, 1069 de 

2015, 1983 de 2017 y 333 de 202; por la vulneración de los derechos fundamentales a LA SALUD, A 

LA VIDA, A LA SEGURIDAD SOCIAL, A LA DIGNIDAD HUMANA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, FÍSICA 

Y PSICOLÓGICA,  ENTRE OTROS DERECHOS conforme a los siguientes: 

 

HECHOS 

PRIMERO: El día ocho (08) de enero del año dos mil dieciséis (2016) mi Prohijado, el Señor RUBEN 

DARIO JOYA SANDOVAL sufrió un accidente de tránsito, en el cual el vehículo con placa NºSXT-566 

de Servicio Público (Taxi), lo colisionó sobre las 17:40 horas aproximadamente. El taxi era conducido 

por el señor RODOLFO RAFAEL ROMERO DIAZ, identificado con C.C. N°91’525.721 de Bucaramanga, 

vehículo este cuyos propietarios son la señora AMADA PEREZ DE RODRIGUEZ, identificada con C.C. 

N° 28´012.354 y el señor RAFAEL ANTONIO RODRIGUEZ VIANA identificado con C.C. Nº13.875.384, 

tal como aparece en la tarjeta de propiedad de dicho automóvil.  

SEGUNDO: Producto del mencionado accidente, mi poderdante, el Señor RUBEN DARIO JOYA 

SANDOVAL sufrió lesiones en el hombro derecho, codo derecho y en las dos rodillas, razón por la 

cual fue trasladado a la clínica Bucaramanga, donde fue atendido en la sección de urgencias con 

cargo al SOAT N° AT-1324 - 0308004063667000 del vehículo con placa N° SXT-566 POLIZA emitido 

por la Aseguradora LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS. 

TERCERO: En la Clínica Bucaramanga le fueron diagnosticadas unas secuelas a mi prohijado, las 

cuales se encuentran determinadas en los folios que anexo. Como en la Clínica Bucaramanga, no 

tenían el material que se necesitaba para realizar la cirugía, le informaron a mi poderdante que tenía 

que esperar una nueva fecha para poder llevar a cabo dicha cirugía. Sin embargo, al sentir que el 

dolor del hombro derecho era muy intenso, mi poderdante, el señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL 

procedió a hablar con la trabajadora social de la Clínica Bucaramanga, para buscar una solución a 

esta situación, quien le informó que él tenía el derecho de escoger el lugar en el que le podían 

realizar la cirugía del hombro derecho, por lo que mi cliente acudió a la CLÍNICA FOSCAL. 

CUARTO: Entre los trámites administrativos de la Clínica Bucaramanga para autorizar el cambio a la 

CLÍNICA FOSCAL, transcurrieron varios días, teniendo que esperar hasta el día veintitrés (23) de 

Enero del año dos mil dieciséis (2016), fecha en la que le pudieron realizar el procedimiento 

quirúrgico ya mencionado, cirugía practicada en la CLÍNICA FOSCAL de Floridablanca. 
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QUINTO: Después de practicarle diferentes procedimientos en la CLÍNICA FOSCAL, y después de 

diferentes prorrogas con respecto a la incapacidad inicial que se le dictaminó el día ocho (08) de 

enero del año dos mil dieciséis (2016). Por otro lado el día seis (06) de mayo del mismo año, le 

practicaron otra cirugía tal como aparece en el INFORME QUIRÚRGICO de la mencionada fecha 

SEXTO: Las cirugías que le han practicado a mi poderdante, así como las diferentes terapias, no han 

producido el alivio esperado y mucho menos le han solucionado el problema principal del hombro 

intenso, tanto en el hombro derecho como en el codo del mismo brazo, por esta razón uno de los 

médicos tratantes, sugirió que se le hiciera una Resonancia magnética, para saber con más precisión 

el estado de la lesión que tiene mi cliente en el manguito rotador del hombro derecho. 

SEPTIMO: Tanto en la historia clínica de la FOSCAL firmada el día nueve (09) de febrero del año dos 

mil dieciséis (2016) por el Dr. CARLOS EDUARDO AGUIRRE G. (Ortopedista y Traumatólogo), como 

en la EVALUACION DE MIEMBRO SUPERIOR realizada el veintitrés (23) de febrero del mismo año 

por el médico Dra. ANA CLAUDIA RANGEL R. (Fisioterapeuta), así como en el registro de la HISTORIA 

CLINICA DE INGRESO de la FOSCAL firmada nuevamente por el Dr. CARLOS EDUARDO AGUIRRE G. 

(Ortopedista y Traumatólogo) el nueve (09) de marzo de la misma anualidad, se evidencia que el 

señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL tuvo una afectación en el hombro derecho y el codo del 

mismo brazo, así como unas lesiones en su clavícula derecha y rodillas, hechos estos que también 

constan en la EPICRISIS del dieciocho (18) de enero de dos mil dieciséis (2016) emitida por la CLINICA 

BUCARAMANGA sección de urgencias y firmada por la Dra. ANGELICA ESTHER BERTEL HENAO, 

producto del accidente de tránsito ocurrido el día ocho (08) de enero del año dos mil dieciséis 

(2016). 

OCTAVO: Uno de los diagnósticos de esta lesión fue determinado como “secuelas de luxación 

acromio clavicular derecha – recibo de manejo quirúrgico y fractura de cúpula radial- al examen 

físico con atrofia muscular de la cintura escapular – dolor en codo derecho PLAN 1. TAC de codo 

derecho 2.Terapia física 20 sesiones 3.prórroga de la incapacidad 30 días. 4.control por ortopedia 

con orden de autorización y 5.Remision con cirugía de hombro y codo” 

NOVENO: El dieciséis (16) de junio de dos mil dieciséis (2016), el señor JOYA SANDOVAL asistió a 

cita de control con el Dr. CESAR AUGUSTO ABRIL GAONA, quien se desempeña como Ortopedista y 

Traumatólogo, medico éste, quien elaboró un PLAN DE TRATAMIENTO, plan que programó entre 

otras, que se le practicara una RESONANCIA MAGNETICA a mi prohijado, resonancia que la CLINICA 

FOSCAL practicó TARDIAMENTE, y después de tener que recurrir mediante DERECHO DE PETICION 

para que le autorizaran tal procedimiento, causándole a mi poderdante perjuicio en su estado de 

salud, porque no se pudo evaluar oportunamente y de manera científica obedeciendo a la manera 

legal establecida en el artículo 17 sobre La Autonomía Profesional de la Ley 1751 del 2015 “Ley 

Estatutaria de la Salud” violando lo mandado en dicho artículo.  

DECIMO: Como el procedimiento de la Resonancia Magnética que determinó el Galeno antes 

mencionado, se le practicó tardíamente a mi representado, este hecho repercutió en la 

recuperación del estado de salud de mi prohijado, impidiendo un manejo adecuado y pertinente de 

la patología, procedimiento éste, que permitía establecer el estado real de la lesión en el hombro 

derecho de mi representado, con el cual se hubiera podido establecer a tiempo el tratamiento 

adecuado para la recuperación del hombro derecho, e igualmente se hubiera podido determinar 

qué otro tipo de lesión estaba padeciendo mi prohijado. Producto del resultado de la Resonancia 

Magnética, el galeno tratante el día veinte (20) de abril del año dos mil diecisiete (2017) remitió a 

mi representado a una valoración en la CLINICA DEL DOLOR. 

DECIMO PRIMERO: La CLINICA FOSCAL el día siete (07) de julio del mismo año, a través del médico 

GERMAN WILLIAM RANGEL JAIMES no atendió a mi poderdante por consulta externa, aduciendo 

que no tenía cobertura y que la autorización no aplicaba, razón por la que no se pudo valorar según 

lo ordenado por el Dr. CESAR AUGUSTO ABRIOL GAON.  Posteriormente, el día dieciocho (18) de 

julio, la CLINICA FOSCAL nuevamente le negó el tratamiento a mi prohijado, requiriéndolo para que 

solicitara AUTORIZACIÓN DIRECTAMENTE A SU ASEGURADORA. 
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DECIMO SEGUNDO: Por todo lo anterior, el señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL requiere que se 

le realice la calificación de perdida de la capacidad laboral y ocupacional, con el ánimo de obtener 

el grado de pérdida de capacidad laboral y determinar su invalidez, para lo cual ha acudido a la 

NUEVA EPS y la ARL POSITIVA, entidades que han dado respuestas de forma negativa, hasta el punto 

que la NUEVA EPS en respuesta de fecha dieciocho (18) de febrero de dos mil diecinueve (2019) 

manifestó que la aseguradora SOAT era quien debía enviar solicitud escrita de calificación de 

perdida de la capacidad laboral y ocupacional a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Santander, y adjuntar recibo de pago a la solicitud, de conformidad con lo establecido en el párrafo 

3 del artículo 20 del Decreto 1352 de 2013. 

DECIMO TERCERO: Por lo anterior, el día diez (10) de febrero del año dos mil veinte (2020) se envió 

un Derecho de Petición a la aseguradora LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA  DE SEGUROS con dicha 

solicitud mencionada por la NUEVA EPS, y el día veinte (20) de febrero del año dos mil veinte (2020) 

dieron respuesta desfavorable a la petición de sufragar el pago de los honorarios a la Junta Regional 

de Calificación de Invalidez, mencionando entre otros argumentos lo siguiente: “Para acceder a esta 

indemnización el asegurado/beneficiario deberá demostrar la ocurrencia del siniestro y la cuantía 

de la pérdida, esto conforme lo señala el artículo 1077 del Código de Comercio el cual indica: 

“CARGA DE LA PRUEBA. Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como 

la cuantía de la pérdida, si fuere el caso…” 

DECIMO CUARTO: Por lo anterior, el día treinta y uno (31) de agosto del año dos mil veinte (2020) 

se envió un correo electrónico a LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS solicitando una 

respuesta de fondo al derecho de petición radicado el día diez (10) de febrero del año dos mil veinte 

(2020), por medio del cual dicha aseguradora respondió el día once (11) de septiembre del año dos 

mil veinte (2020), negando el pago de los honorarios para la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Santander para que realizara el peritazgo, y así obtener la calificación de perdida de la 

capacidad laboral y ocupacional de mi representando, manifestando la aseguradora que aunque el 

Decreto 019 de 2012 en su artículo 142 señalaba que correspondía a las aseguradoras que asumen 

el riesgo de invalidez y muerte en primera medida determinar la incapacidad laboral de una persona, 

LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA SE SEGUROS, no hacía parte de las entidades que están autorizadas 

por la Superintendencia Financiera para asumir dicho riesgo de invalidez y muerte, por ser una 

Compañía de Seguros Generales. 

DECIMO QUINTO: Dentro de las PETICIONES realizadas, nos encontramos con la evasiva por parte 

de sus entidades, para atender el reconocimiento de la pérdida dela capacidad laboral y ocupacional 

de mi prohijado, aludiendo entre algunas de las razones, el hecho de no haber determinado la 

ocurrencia del siniestro y la cuantía de la perdida; cuando lo cierto es que, con el aporte del croquis 

se demostró la ocurrencia del siniestro y en cuanto a la determinación de la CUANTÍA de la perdida, 

ésta no se ha podido realizar, precisamente porque a la fecha sus entidades han dilatado el trámite 

y reconocimiento económico de los honorarios que se deben cancelar ante la JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACION DE INVALIDEZ DE SANTANDER. 

DECIMO SEXTO: Conforme a lo anterior, se puede evidenciar que estas entidades han dilatado el 

trámite para realizar la calificación de perdida de la capacidad laboral y ocupacional al señor RUBEN 

DARIO JOYA SANDOVAL, quien requiere con urgencia dicha calificación, con el fin de poder 

determinar la pérdida de capacidad laboral y así poder calificar el grado de invalidez que se originó 

producto del accidente de tránsito ya citado. Como ya ha quedado demostrado la ocurrencia del 

siniestro con el respectivo croquis que se adjuntó en anteriores ocasiones, en consecuencia, como 

solo falta establecer la cuantía   del daño, es por esta razón que se hace necesaria dicha calificación 

sin más dilataciones. 

DECIMO SEPTIMO:  Lo anterior, genera a todas luces una vulneración inminente de los derechos 

fundamentales a la vida, a la salud, a la dignidad humana, a la seguridad social y a la integridad física, 

personal y psicológica de mi poderdante, el Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL, pues dadas las 

secuelas ocasionadas por el accidente de tránsito y sus permanentes dolores, sumado a que dicha 
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situación ha afectado a parte de su actividades laborales, su salud y estado físico, su estado anímico 

generado episodios de constante estrés y depresión, como quiera que le impiden realizar cualquier 

actividad. 

DECIMO OCTAVO:  Todo lo expuesto, sustenta la evidente vulneración de derechos fundamentales 

del Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL, pues es deber de NUEVA E.P.S S.A., PREVISORA 

SEGUROS S.A Y POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A, realizar el pago de los honorarios que se 

deben cancelar ante la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE SANTANDER para que 

de este modo se pueda determinar el nivel de pérdida de capacidad laboral de mi poderdante el 

Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL  

 

Por lo anteriormente expuesto solicito las siguientes: 

 

PRETENSIONES 

PRIMERA: Que se tutelen los derechos fundamentales del Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL a 

LA SALUD, LA VIDA, LA DIGNIDAD HUMANA, LA SUGURIDAD SOCIAL, LA INTEGRIDAD FISICA, 

PERSONAL y PSICOLOGICA, los cuales están siendo vulnerados por la NUEVA E.P.S S.A.,  PREVISORA 

SEGUROS S.A Y POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A,.  

SEGUNDO: ORDENAR a NUEVA E.P.S S.A., PREVISORA SEGUROS S.A Y POSITIVA COMPAÑÍA DE 

SEGUROS S.A, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo de 

tutela proceda a AUTORIZAR Y REALIZAR el pago de los honorarios que se deben cancelar ante la 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE SANTANDER, a favor del Señor RUBEN DARIO 

JOYA SANDOVAL. Lo anterior debido a su estado de salud y las diferentes secuelas que presenta, a 

fin de que sea determinado el nivel de pérdida de capacidad laboral del Señor RUBEN DARIO JOYA 

SANDOVAL. 

TERCERO: ORDENAR a la NUEVA E.P.S S.A., PREVISORA SEGUROS S.A Y POSITIVA COMPAÑÍA DE 

SEGUROS S.A, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo de 

tutela, proceda a coordinar y a realizar con la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE 

SANTANDER de manera urgente la citada para que sea determinada el nivel de pérdida de capacidad 

laboral, a efectos de evitar que las secuelas sigan desmejorando la calidad de vida del Señor RUBEN 

DARIO JOYA SANDOVAL. 

CUARTO: ORDENAR y EXHORTAR a NUEVA E.P.S S.A., PREVISORA SEGUROS S.A Y POSITIVA 

COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A, a efectos de que realicen el pago de los honorarios que se deben 

cancelar ante la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE SANTANDER, a favor del 

Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL. con ocasión de las secuelas que padece, sin imposición de 

cargas de carácter administrativo.  

QUINTO: VINCULAR a quien corresponda a efectos de garantizar el debido proceso de la presente 

acción constitucional. 

FUNDAMENTO JURÍDICO 

FUNDAMENTOS LEGALES 

- CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. A 

RTÍCULO 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 

pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas 

que la integran y en la prevalencia del interés general. (Subrayado fuera de texto)  
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ARTÍCULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 

la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley.  

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la 

Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley.  

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley. 

 No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 

diferentes a ella.  

La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 

adquisitivo constante. 

ARTÍCULO 49.  La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 

Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 

recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de 

servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de 

servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las 

competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a 

su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. Los servicios de salud se organizarán en 

forma descentralizada, por niveles de atención y con participación de la comunidad. La ley señalará 

los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria. 

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad. 

ARTÍCULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe 

a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando 

quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita 

la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 

resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 

interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o 

indefensión 

- DE acuerdo con el artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, quienes deben asumir el pago de los 

honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos 

de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales: 

“(…)los honorarios que se deben cancelar a las Juntas Regionales y Nacional de Calificación 

de Invalidez, de manera anticipada, serán pagados por la Administradora del Fondo de 

Pensiones en caso de que la calificación de origen en primera oportunidad sea común; en 

caso de que la calificación de origen sea laboral en primera oportunidad el pago debe ser 

cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, conforme a la reglamentación que 

expida el Ministerio de Trabajo 

 

(…)   
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Parágrafo. Las juntas de calificación percibirán los recursos de manera anticipada, pero los 

honorarios de los integrantes sólo serán pagados hasta que el respectivo dictamen haya sido 

expedido y entregado, recursos que deben ser diferenciados y plenamente identificables en 

la contabilidad”. 

FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES 

Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-045 del primero (1) de febrero del año dos mil 

trece (2013) en ponencia del Honorable Magistrado Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo,   señaló 

que: 

 “las Juntas de Calificación de Invalidez, tienen derecho a recibir el pago de sus honorarios; 

sin embargo, va en contra del derecho fundamental a la seguridad social exigir a los usuarios 

asumir el costo de los mismos como condición para acceder al servicio, pues son las 

entidades del sistema, ya sea la entidad promotora de salud a la que se encuentre afiliado 

el solicitante, el fondo de pensiones, la administradora o aseguradora, la que debe asumir el 

costo que genere este trámite, para garantizar de manera eficiente el servicio requerido.”  

 

La Corte Constitucional la Sentencia T-336 del veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020 en 

`ponencia de la Honorable Magistrada Dra. Diana Fajardo Rivera, hace referencia a este tema en el 

sentido que: 

(…)” Como se indicó en los fundamentos anteriores, mediante el aseguramiento de 

accidentes de tránsito, se busca una cobertura, entre otros riesgos, frente a daños físicos 

que se puedan ocasionar a las personas, los gastos que se deban sufragar por atención 

médica, quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria y la incapacidad permanente. En este sentido, 

las empresas que expiden las pólizas de accidente de tránsito son entidades competentes 

para determinar la pérdida de capacidad laboral de los afectados, de conformidad con el 

citado artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 142 del Decreto Ley 19 

de 2012.  Esta norma prevé que las compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez 

se encuentran en dicha obligación, naturaleza que precisamente poseen las empresas 

responsables de la póliza para accidentes de tránsito. Asimismo, la compañía aseguradora 

cuenta con la posibilidad de remitir al solicitante de manera directa ante la Junta Regional 

de Calificación de Invalidez competente para ser calificado en primera instancia, y si esta 

decisión es impugnada, conocerá la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en segunda 

instancia. 

32.           Lo anterior fue precisado, en la Sentencia T-400 de 2017[49] en la que se resolvió 

el caso de una persona que, con ocasión de un accidente de tránsito, pretendía acceder a la 

indemnización por incapacidad permanente cubierta por el SOAT, sin que contara con los 

medios económicos para cubrir los honorarios de la Junta Regional de Calificación, por lo 

que solicitó mediante la acción constitucional que la compañía aseguradora solventara 

dicho emolumento. Antes de resolver el debate acerca de la responsabilidad sobre el pago 

de los referidos honorarios, la Corte clarificó que la accionada tenía la responsabilidad 

directa de garantizar, en primera oportunidad, el documento requerido por la accionante. 

Advirtió que la Empresa de Seguros es la obligada a realizar el dictamen de calificación de 

pérdida de capacidad laboral en primera oportunidad, según lo establecido por el artículo 

41 de la Ley 100 de 1993, como entidad aseguradora que asumió el riesgo de invalidez y 

muerte. Puesto que la demandada no había procedido de conformidad, la Sala Octava 

concluyó que se había vulnerado el derecho fundamental a la seguridad social de la 

accionante. Como consecuencia, en una de las órdenes emitidas, dispuso que la compañía 

demandada debía efectuar el examen de pérdida de capacidad laboral a la peticionaria” 
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- SENTENCIA T-012 DEL 14 DE ENERO DE 2011. M.P. MARIA VICTORIA CALLE CORREA. La Honorable 

Corte Constitucional en esta providencia, se pronunció respecto al derecho fundamental a la salud 

respecto de garantizar el acceso a los servicios de salud: 

“(…)4.1. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha manifestado que toda persona tiene 

derecho a acceder a los servicios de salud que requiera, con calidad, eficacia y oportunidad, 

cuando se encuentre comprometida gravemente su vida, su integridad personal o su 

dignidad. La obligación de garantizar este derecho fue radicada por el legislador nacional en 

cabeza de las EPS tanto en el régimen contributivo como en el régimen subsidiado, pues 

dichas entidades son las que asumen las funciones indelegables del aseguramiento en salud 

(Ley 1122 de 2007, artículo 14), entre las cuales se incluyen, (i) la articulación de los servicios 

que garantice el acceso efectivo, (ii) la garantía de la calidad en la prestación de los servicios 

de salud y (iii) la representación del afiliado ante el prestador y los demás actores sin 

perjuicio de la autonomía del usuario.  

4.2. Específicamente sobre el derecho a acceder a los servicios de salud en forma oportuna, 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado que se vulneran los derechos a 

la integridad física y la salud de una persona cuando se demora la práctica de un tratamiento 

o examen diagnóstico ordenado por el médico tratante”  

 

 

JURAMENTO 

Declaro bajo la gravedad de juramento que no he interpuesto tutela ante otra autoridad 

competente por los mismos hechos y las mismas pretensiones. 

 

PRUEBAS 

 

• Poder debidamente conferido  

• Copia de la cedula de ciudadanía del Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL. 

• Copia Licencia de Transito Nº10010631432 del vehículo con placa NºSXT-566, marza 

HUYDAI, clase Automóvil, Línea I10gI, Cilindraje 1086, Color Amarillo, Servicio Público. 

• Copia de la POLIZA SOAT NºAT-1324-0308004063667000 de PREVISORA SEGUROS S.A. del 

vehículo con paca NºSXT-566, marza HUYDAI, clase Automóvil, Línea I10gI, Cilindraje 1086, 

Color Amarillo, Servicio Público. 

• Copia del Informe Policial de Accidente de Tránsito y el croquis -Bosquejo Topográfico del 

mismo. 

• Copia de la Historia Clínica del Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL. 

• Copia de la resonancia magnética de hombro derecho del Señor RUBEN DARIO JOYA 

SANDOVAL. 

• Copia del Informe Quirúrgico realizado al Señor RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL. 

• Copia del Oficio DRM-CGA-00942-19 emitido por LA NUEVA EPS de fecha dieciocho (18) de 

febrero del año dos mil diecinueve (2019). 

• Derecho de Petición enviado a LA PREVISORA SEGUROS S.A. el día diez (10) de febrero del 

año dos mil veinte (2020) 

• Respuesta al Derecho de Petición por parte de LA PREVISORA SEGUROS S.A. fechado el 

veinte (20) de febrero del año dos mil veinte (2020) 

• Correo electrónico enviado a LA PREVISORA SEGUROS S.A. el día treinta y uno (31) de agosto 

del año dos mil veinte (2020) 
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• Respuesta de LA PREVISORA SEGUROS S.A. fechada el once (11) de septiembre del año dos 

mil veinte (2020) al correo enviado el día treinta y uno de agosto del año dos mil veinte 

(2020) 

• Respuesta de LA NUEVA EPS SA fechada el once (11) de febrero del año dos mil veintidós 

(2022) 

• Respuesta de POSITIVA SEGUROS SA fechada el dieciséis (16) de febrero del año dos mil 

veintidós (2022) 

 

ANEXOS 

1. Poder debidamente otorgado. 

2. Los relacionados en el acápite de Pruebas. 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

RUBEN DARIO JOYA SANDOVAL: 

  

Dirección: Calle 105A #21A – 73 Apto 501 Edificio Chaime, Barrio Provenza, Bucaramanga. 

E-mail: rudajosan@outlook.es  

Celular: 300-207-1484 

 

EL SUSCRITO: 

Dirección: Calle 64A #17A – 90 Segundo Piso, Barrio la Ceiba – Bucaramanga.  

E-mail: danielmillanmillan@yahoo.com.ar 

Celular:  

 

 

Cordialmente, 

 

  

 

 

_________________________ 

DANIEL MILLAN MILLAN 

C.C. N° 91.213.333 de Bucaramanga 

T.P. N° 259.453 del C.S. de La J.  

E-mail: danielmillanmillan@yahoo.com.ar 
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